II. EXPEDIENTE D-8312 Sentencia C-437/11 (Mayo 25)
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva

1. Norma acusada
LEY 26 DE 1989
(Febrero 9)

Por medio de la cual se adiciona la Ley 39 de 1987 y se dictan otras disposiciones sobre la distribución de combustibles líquidos derivados del petróleo

ARTÍCULO 5º. Créase el Fondo de Protección Solidaria, "Soldicom", en beneficio de los distribuidores minoristas de los combustibles líquidos derivados del petróleo con el fin de: 

a) Velar por su seguridad física y social; 

b) Realizar estudios técnicos sobre el mercado, administración y rentabilidad de la distribución de los derivados del petróleo; 

c) Realizar programas sobre aseguramiento y prevención de riesgos de su actividad; 

d) Prestarles asistencia financiera, educativa, técnica y administrativa en sus establecimientos de distribución de petróleo y sus derivados; y 

e) Darles apoyo para la dotación y adecuación de sus establecimientos a fin de que cumplan con el servicio público de manera eficiente. 

ARTÍCULO 6º. El Fondo de Protección Solidaria, "Soldicom", tendrá personería jurídica y será un ente de carácter privado sin ánimo de lucro. 

ARTICULO 7o. El Fondo de Protección Solidaria, "Soldicom", será administrado por la Federación o Federaciones de distribuidores minoristas de combustibles líquidos del petróleo, a nivel nacional, que agrupen por lo menos el treinta por ciento (30%) de ellos, debidamente acreditadas ante el Ministerio de Minas y Energía. Los estatutos y sus reformas, para su funcionamiento, deberán ser aprobados por el Ministerio de Minas y Energía. 

ARTÍCULO 8º. El patrimonio del Fondo de Protección Solidaria, "Soldicom", estará conformado por: 

a) El 0.5% del margen de rentabilidad señalado por el Gobierno al distribuidor minorista de combustibles líquidos derivados del petróleo por cada galón de gasolina, el cual será retenido a todo minorista en la forma que indique el Gobierno Nacional; 

b) Por las cuotas ordinarias y extraordinarias que determinen las respectivas asambleas de afiliados; y, 

c) por las demás fuentes de ingresos propios de las Asociaciones Civiles, determinados por la Asamblea General. 

ARTÍCULO 9º. El Fondo de Solidaridad Social "Soldicom", en ningún caso podrá ser garante de sus afiliados o de terceras personas. 

2. Decisión 
Primero.- Declarar la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del artículo 7º de la Ley 26 de 1989, por el cargo de vulneración del artículo 150-9 y 189, numerales 20 y 23 de la Carta Política, en el entendido de que el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Minas y Energía deberá suscribir el contrato con la Federación o Federaciones de distribuidores minoristas de combustibles líquidos del petróleo, para la administración de los recursos parafiscales del Fondo de Solidaridad “Soldicom”. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLES los artículos 5º, 7º y 8º de la Ley 26 de 1989, por el cargo relativo a la vulneración de los artículos 150-12 y 338 de la Constitución Política. Comunicado No. 23. Corte Constitucional. Mayo 25 y 26 de 2011 2 

Tercero.- Declararse INHIBIDA para pronunciarse de fondo respecto de los cargos por vulneración de los artículos 2º, 13 y 363 de la Carta Política y respecto de los artículos 6º y 9º de la Ley 26 de 1989. 

3. Fundamentos de la decisión 
De manera previa, la Corte encontró que en relación con los cargos formulados respecto de los artículos 6º y 9º de la Ley 26 de 1989, los argumentos esgrimidos por el actor adolecen de claridad, certeza, pertinencia y suficiencia, por cuanto presentan un razonamiento confuso y oscuro que no permite comprender cuál es el concepto de la violación alegada, ni permite identificar una hipótesis de contradicción normativa entre las disposiciones acusadas y los enunciados normativos constitucionales relativos al derecho de participación (art. 2º C.P.), a la igualdad (art. 13 C.P.) y a la necesidad y excepcionalidad del Fondo “Soldicom” (art. 363 C.P.). En realidad, los razonamientos esbozados por el demandante corresponden a una apreciación subjetiva y son más de carácter práctico o de conveniencia y no de naturaleza constitucional, por lo cual no permiten realizar un examen y decisión de fondo respecto de los artículos 6º y 9º. 

De otro lado, la Corte reiteró la interpretación sistemática de los artículos 150-9, 189, numerales 20 y 23 de la Constitución y del artículo 29 de Decreto 111 de 1996, según la cual, es necesaria la contratación por parte del Gobierno Nacional cuando sea una persona jurídica de derecho privado la que se encargará del manejo, administración, recaudo e inversión de las contribuciones parafiscales creadas por ley de manera excepcional. Lo anterior, teniendo en cuenta que se trata de contribuciones parafiscales que emanan de la soberanía del Estado, así como la importancia, magnitud y finalidad de esos contratos destinados al recaudo, administración y ejecución de recursos públicos. Igualmente, la Corte reiteró que los recursos parafiscales pueden ser administrados tanto por entidades públicas como por personas jurídicas de derecho privado y que en este último caso el legislador, en desarrollo de la potestad de configuración que le asiste, tiene la facultad para determinar la entidad de carácter privado que vaya a administrar estos recursos, siempre y cuando se garantice una estructura democrática y participativa en la administración de los mismos. 

En el caso concreto, la Corte encontró que, contrario a lo que sostiene el actor, el artículo 7º de la Ley 26 de 1989, contiene la autorización para que el Fondo de Solidaridad “Soldicom” contrate la administración de sus recursos, en la medida que ordena que dicha administración estará a cargo de la Federación o Federaciones de distribuidores minoristas de combustibles líquidos del petróleo a nivel nacional, que agrupen por lo menos el treinta por ciento (30%) de ellos. Señaló que en consonancia con los artículos 150-12 y 189, numerales 20 y 23 de la Carta Política, la norma acusada no ofrece reparo u objeción alguna de índole constitucional en relación con la persona de derecho privado que se encargará de la administración del Fondo de Solidaridad “Soldicom”. Sin embargo, advirtió que la disposición legal permite realizar dos interpretaciones igualmente posibles, una de las cuales es inconstitucional. En efecto, según el artículo 7º de la Ley 26 de 1989, podría entenderse que el Fondo de Solidaridad “Soldicom”, como persona jurídica de derecho privado estaría habilitado para contratar directamente la administración de dicho Fondo con otra persona de derecho privado autorizada en el artículo 7º de la misma ley, cual es la Federación o Federaciones de distribuidores minoristas de combustibles líquidos del petróleo, determinada por el propio legislador, que actualmente se encuentra en cabeza de “Fendipetróleo Nacional”. Para la Corte, esta interpretación es claramente inconstitucional, por cuanto se encuentra en contravía de la lectura sistemática y del alcance normativo dado por la jurisprudencia constitucional a los artículos 150-, 189, numerales 20 y 23 y el artículo 29 del Decreto 111 de 1996 (compilación normas orgánicas del presupuesto), de conformidad con la cual, cuando la entidad encargada de administrar recursos parafiscales sea una persona jurídica de derecho privado por expresa disposición del legislador, el contrato para la administración de estos recursos públicos deberá celebrarse directamente por el Gobierno Nacional. De otra parte, es posible realizar una segunda interpretación, según la cual, la administración del Fondo de protección Solidaria “Soldicom” se llevará a cabo a través de un contrato celebrado entre el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Minas y energía, con la persona jurídica de derecho privado fijada por el propio legislador. 

Por tal motivo y con el fin de evitar que la norma se interprete en el sentido que el Fondo de Solidaridad “Soldicom” puede contratar directamente sin contar con el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Minas y Energía, la Corte declaró una exequibilidad condicionada en el sentido de fijar cuál debe ser la interpretación conforme a la Constitución del artículo 7º de la Ley 26 de 1989. 

En cuanto a los cargos formulados por el presunto desconocimiento de los artículos 150-12 y 338, en relación con los artículos 5º, 7º y 8º de la Ley 26 de 1989, la Corte determinó que no estaban llamados a prosperar, habida cuenta que en los citados artículos se prevén en detalle todos los elementos que conforman el régimen de los recursos parafiscales regulados por la mencionada ley. De esta manera, se cumple con los principios de legalidad y certeza de la obligación tributaria consagrados en la Constitución, lo que condujo a la declaratoria de exequibilidad de los citados artículos, por los cargos examinados. 

Finalmente, la Corte aclaró que el presente fallo tendrá efectos inmediatos y hacia el futuro. 

4. Aclaraciones de voto 
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Jorge Iván Palacio Palacio, se reservaron la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto.
